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A modo de INTRODUCCIÓN 

El pasado 12 de junio de 2025, en el Museo Elder de la Ciencia y la Tecnología, la 

Confederación Canaria de Empresarios, con la financiación de la Consejería de 

Turismo y Empleo del Gobierno de Canarias, organizó estas cuartas jornadas para 

analizar tanto los retos como las oportunidades que surgen en el ámbito 

sociosanitario, contando con los principales responsables de las distintas 

Consejerías del Gobierno de Canarias, así como con las asociaciones 

empresariales, instituciones, empresas y distinguidos profesionales y expertos con 

gran experiencia en la planificación de modelos colaborativos. 

Las referidas jornadas se estructuraron en una ponencia inaugural y dos paneles 

que permitieron abordar la problemática de dos de los pilares de los cuidados: de 

un lado, el sector residencial sociosanitario y del otro, el sector del servicio de ayuda 

y atención a la dependencia. 

Como factores esenciales de estas jornadas del Foro para el Impulso de la 

Colaboración Público-Privada, se puso de manifiesto que asistimos a un claro 

envejecimiento de la población que está generando una presión sin precedentes 

sobre el sistema de cuidados de larga duración, cuando -además- se ha producido 

un cambio significativo en el modelo tradicional de cuidados basado en la familia. 

Esta evidencia viene avalada por los datos: en 2005, el 4,2% de la población 

española superaba los 80 años. En 2055, se espera que esa cifra se triplique y 

lleguemos al 12%. 

Envejecimiento de la población que implica la reducción de la población activa. Y 

eso supone para el sistema un reto para la sostenibilidad, una presión mayor sobre 

los presupuestos públicos y un mayor gasto social. 

Asimismo, presenciamos un contexto de cambios sociales y de revisión de los 

modelos de bienestar social, en el que se están produciendo importantes 

transformaciones, erigiéndose la atención social a las personas como una prioridad. 
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Todos estos factores evidencian un desajuste entre la demanda de los servicios 

sociales y la capacidad que tiene la Administración, por lo que se hace 

imprescindible reforzar la colaboración entre las Administraciones Públicas y las 

entidades privadas en el desarrollo de servicios que mejoran el bienestar de las 

personas, y favorezcan la generación de actividad económica y empleo, siempre 

con la premisa de mejorar la calidad, eficacia y competitividad de los servicios. 

Queda claro, pues, que la coordinación sociosanitaria canaria va a tener un papel 

clave y la CCE entiende que tendremos éxito si el enfoque integral se centra en las 

personas y se utiliza la colaboración público-privada para unos cuidados 

adecuados, haciendo un uso eficiente de los recursos, porque la suma de 
capacidades entre lo público y lo privado no es una opción, es la vía para 
garantizar servicios sociales de calidad, sostenibles y cercanos. 

Así pues, podemos avanzar como la gran conclusión de este evento, y como ya 

indica el título de la ponencia inaugural de estas IV Jornadas, que 

Administraciones e iniciativa privada están “OBLIGADOS A ENTENDERSE”. 
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APERTURA DE LAS IV JORNADAS A CARGO DEL PRESIDENTE DE LA CCE 
Y LA CONSEJERA DE TURISMO Y EMPLEO DEL GOBIERNO DE CANARIAS.  

Como indica el Presidente de la CCE, los datos no dejan lugar a dudas: la población 

envejece, la natalidad baja y la pirámide poblacional se transforma. 

Esta evidencia viene avalada por los datos: en 2005, el 4,2% de la población 

española superaba los 80 años. En 2055, se espera que esta cifra se triplique y 

lleguemos al 12%.  

La suma de envejecimiento, los efectos del baby boom y la mayor longevidad 

impactará en múltiples ámbitos social y económico en las próximas décadas:  

 en el mercado laboral,  

 en el sistema de Seguridad Social,  

 en la asistencia sanitaria,  

 en la dependencia y en los cuidados de larga duración… 

Y traerá consigo un cambio en la demanda de productos y servicios dirigidos a las 

personas mayores. 

Entendemos, pues, que debemos abordarlo, desde un punto de vista preventivo, 

trabajando en todas las etapas vitales de la vida para preparar una base sólida 

que nos permita asumir el impacto del envejecimiento desde diversos ámbitos:  

 la promoción de estilos de vida enfocados a un envejecimiento saludable,  

 una educación y formación que abarque todas las etapas laborales con una 

promoción del aprendizaje permanente,  

 la adaptación de los sistemas de pensiones a esta realidad demográfica bajo 

los principios de suficiencia, sostenibilidad y equidad intergeneracional, y  

 la importancia creciente del Sistema para la Autonomía y Atención a la 

Dependencia (SAAD), como principal red proveedora de los cuidados de 

larga duración.  



 
 
 

7 
 

Supone, principalmente, un reto para la sostenibilidad fiscal y una presión 

significativa sobre los presupuestos públicos.  

La evolución demográfica contrae las posibilidades de financiación para el erario 

público y la creciente tasa de dependencia de la población reducirá la base 

impositiva al disminuir la tasa de población activa. En la otra cara de la moneda, el 

gasto social aparejado al envejecimiento se multiplicará. 

En definitiva, la evolución demográfica condicionará el gasto asociado a la 
dependencia, a la sanidad y a los cuidados de larga duración.   

El crecimiento del gasto derivado de las pensiones de jubilación, paralelo a la 

evolución demográfica, ha sido el fundamento clave de las reformas que, desde la 

década de los 90.  

Todas estas reformas tienen un elemento común, elevar la edad de jubilación con 

una misma finalidad: la contención del gasto derivado del impacto en pensiones 

como consecuencia de una mayor esperanza de vida. 

Ya lo hemos dicho, el camino para la Seguridad Social, y así lo recogen las 

recomendaciones del Pacto de Toledo debe encauzarse a través de los principios 

de sostenibilidad, suficiencia de las pensiones y la solidaridad intergeneracional. 

Esta solidaridad intergeneracional debe repartirse equitativamente de manera que 

no recaiga mayoritariamente  

 ni sobre la población jubilada mediante un recorte abrupto de sus pensiones,  

 ni sobre la población activa, a través del incremento de cotizaciones que 

repercutirían en su capacidad adquisitiva, por el impacto que los impuestos 

al factor trabajo tienen sobre la creación y el mantenimiento del empleo.  

Tampoco podemos compartir las propuestas que pasan por continuar elevando las 

bases máximas de cotización.  
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El principio de “contributividad” supone que debe existir una relación entre lo 

cotizado y la prestación recibida. Un incremento de las bases, por tanto, debe venir 

acompañado de una elevación proporcional de las cuantías máximas de pensión, 

y, por tanto, supondría elevar el gasto.   

Para garantizar el equilibrio financiero del sistema en un escenario de incremento 

de las necesidades de gasto hay que actuar sobre las fuentes de ingresos. Desde 
nuestra perspectiva, las posibilidades de incremento de los ingresos pasan 
por el aumento del número de cotizantes, esto es, por fortalecer la capacidad 
del mercado laboral para crear empleo.  

Para que el sistema pueda crear puestos de trabajo suficientes que logren equilibrar 

la tasa de dependencia del sistema se tiene que potenciar: 

 la competitividad de nuestras empresas,  

 la innovación,  

 la inversión en sectores económicos de alta productividad,  

 la formación de las personas trabajadoras 

Todos estos factores serán clave para conseguir el equilibrio financiero del sistema 

en las próximas décadas. 

Las características de la demografía, con una población trabajadora envejecida, y 

las necesidades del sistema de seguridad social de avanzar hacia una edad de 

jubilación más avanzada determinan las características del mercado laboral de las 

próximas décadas y los retos a los que se enfrenta. 

También, el desarrollo de la previsión social complementaria sigue siendo una 

asignatura pendiente en nuestro país. Estas funciones complementarias fortalecen 

el sistema, reforzando el nivel de cobertura que proporciona nuestra estructura de 

protección social. Permiten así fortalecer el mandato constitucional recogido en el 

artículo 50 de la Constitución de garantizar la suficiencia económica a los 

ciudadanos durante la tercera edad. 
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El desarrollo de una estructura de ahorro complementario en un contexto como el 

que sufriremos ayuda a la consolidación de un nivel de cobertura económica 

suficiente de nuestras futuras pensiones al añadir a la pensión pública, el fruto del 

ahorro acumulado durante la etapa activa.   

La eficiencia del mercado laboral y la sostenibilidad del sistema de pensiones tiene 

como presupuesto necesario el crecimiento económico y el empleo.  

En la medida en que nuestras empresas sean capaces de crear empleo, se 

mantendrá dentro de unos márgenes asumibles por el sistema, la relación de 

cotizantes y pensionistas.  

Para ello es necesario no obstruir la creación de empleo con la elevación de costes 

asociados al trabajo. La intención de reducir la jornada laboral va más en la línea 

de incrementar los costes asociados al factor trabajo. 

A su vez, debe favorecerse el crecimiento de las empresas, para hacerlas más 

competitivas, impulsar la inversión productiva para incrementar la productividad 

media de nuestra economía y, desarrollar así el mejor de los ecosistemas 

socioeconómicos para la creación y la estabilidad del empleo en este reto 

demográfico que estamos viviendo. 

Lo dicho hasta ahora ha puesto de manifiesto el carácter esencial para la 
sociedad del sistema de dependencia y que va a tener una importancia creciente 

en las próximas décadas, no sólo la atención a los mayores dependientes sino la 

provisión de cuidados de calidad y profesionales adaptados a las diferentes etapas 

del envejecimiento.  

En atención a estas etapas habrá que desarrollar modelos de atención en el entorno 

del hogar para las personas que no requieran de asistencia más intensiva y avanzar 

en modelos residenciales, teniendo en consideración que la esperanza de vida 

exigirá un esfuerzo extraordinario en cuidados de larga duración.  
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La economía de los cuidados es uno de los desarrollos imprescindibles del modelo 

económico de las próximas décadas. Retorno de la inversión, financiera y social 

por su impacto en la igualdad en la medida que hace realidad la socialización de 

los cuidados, y, por tanto, descarga a la mujer del peso que históricamente ha 

tenido en los cuidados, coadyuvando a la igualdad de oportunidades y creación de 

empleo. 

La apuesta por el desarrollo de los servicios asociados al cuidado crea empleo, con 

una particularidad: facilita el paso a la economía formal de las personas prestadoras 

de estos cuidados que, en un porcentaje importante, venían trabajando en la 

economía informal. 

No obstante, se requiere mejorar el sistema: 

Primero: Se requiere un esfuerzo presupuestario porque el sistema está 
infrafinanciado. Debemos alcanzar un nivel de financiación sostenible y que 

permita garantizar la cobertura efectiva de las necesidades sobre la base de los 

costes reales de la cartera de servicios, con criterios de calidad.  

La dignificación del sector y de las condiciones de los trabajadores se ha producido 

con la firma del último convenio colectivo en Canarias 2021-2025, pero el importe 

de las Ayudas de la Administración para contratar los servicios no se ajusta a los 

costes de la actividad y siguen estando muy alejadas de las necesidades de 

nuestros mayores. 

Segundo: Se requiere un impulso importante en la disponibilidad de plazas 
residenciales. La ratio en España está en torno al 4%, mientras que, en Canarias, 

-según los datos de la Estrategia de Atención Sociosanitaria 2025-2030- se sitúa 

en 1,75%, lo que ilustra la necesidad de mejorar las infraestructuras, poniendo a 

disposición una mayor cantidad de suelo, con el objetivo de crear nuevas plazas 

residenciales. 
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Tercero: Destacamos la necesidad de reducir de forma sustancial las listas de 
espera y los tiempos de tramitación de las solicitudes; no en vano, el tiempo 

medio de gestión del procedimiento desde la solicitud hasta la resolución de 

prestación, se sitúa en valores cercanos a los 2 años. 

Cuarto: Tenemos un problema de déficit de personal. No encontramos a 

personas para trabajar en el sector de los cuidados sociosanitarios. 

Es absolutamente necesario tener a profesionales preparados, adecuados y 

formados. Indiscutiblemente, la calidad requiere avanzar en el desarrollo de la 

cualificación y de los procedimientos de acreditación de las personas trabajadoras 

del sistema. 

En definitiva, la coordinación sociosanitaria en Canarias representa una respuesta 

necesaria y estratégica para abordar los desafíos actuales.  

Su éxito depende de un enfoque integral centrado en la persona, sustentado en 

pilares como la colaboración público-privada, la continuidad de cuidados y el uso 

eficiente de recursos. 

Necesitamos un sistema de dependencia que avance en el desarrollo del modelo 

de colaboración público-privada. El modelo de colaboración público-privada 
que nos brinda el sistema de dependencia es estratégico para hacer frente al 
reto demográfico. 
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PONENCIA INAUGURAL: OBLIGADOS A ENTENDERSE (A CARGO DE D. AITOR 
PÉREZ ARTETXE).  

La primera reflexión que debemos hacer es sobre el Estado del Bienestar. Como 

sabemos, el Estado del Bienestar en este país se compone de tres pilares clásicos 

que son Pensiones, Sanidad y Educación. 

Pero, tiene -además- otra serie de elementos: Ley de Dependencia, Servicios 

Sociales y Vivienda. 

Y, hay otros elementos que igualmente componen el Estado del Bienestar, desde 

la Seguridad Ciudadana, la Defensa, Limpieza, Infraestructuras … 

Estamos en una situación de mucha fragilidad y tiene que ver con un logro que 

hemos conseguido como país que es el envejecimiento; pero, esto tiene una serie 

de efectos ante los que habrá que ver cómo respondemos. 

Uno de ellos es la sostenibilidad de todos estos sistemas, como las pensiones y la 

sanidad, que vienen a ser los dos elementos más frágiles. Además, el de la sanidad 

se agrava, porque a medida que nos hacemos mayores, nuestro consumo de 

servicios sanitarios aumenta. 

Desde el punto de vista de la atención a la dependencia, a la atención a la 

dependencia en nuestro país se viene dedicando un 0,7% del PIB y se reivindica 

un 2%. 

Los presupuestos y el gasto en atención a la dependencia se irán incrementando, 

pero no al ritmo de las necesidades ni de la demanda. Y esto es una primera lectura 

que debemos asumir, sobre todo, porque la dependencia y los servicios sociales 
no están en “agenda”. 

Una segunda reflexión tiene que ver con la jerarquía del cuidado. Y es que, cuando 

nos referimos al cuidado, en este Foro, aludimos a los cuidados profesionales: 

ayuda a domicilio, centros de día y residencias. 
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Pero, no podemos olvidar el resto de la pirámide del cuidado: la familia, que es la 

que asume el rol más importante en el cuidado de los dependientes y gracias a ella 

el sistema se sostiene, y la familia en femenino y singular (mujer, hija…). 

Aparece un segundo bloque que es lo que sería la economía sumergida y, luego, 

se está utilizando el servicio doméstico como subterfugio del cuidado.  

Un riesgo, pues, puede ser delegar el cuidado en este tipo de perfiles y no en 

profesionales.  

Debemos tener en cuenta que cada vez se está regulando más el sector, sobre 

todo, por las CC.AA. y al final es un sector tan excesivamente regulado que puede 

resultar más operativo utilizar la economía sumergida o el servicio doméstico. 

Cuando hablamos del cuidado profesional, el déficit de profesionales es el reto real 

que tenemos y no es solo tema de salario: este déficit de profesionales existe 

incluso en CC.AA. donde se paga más y se trabaja menos. 

Existe un problema añadido porque en muchos territorios existen unos sistemas de 

protección que son interesantes y necesarios, pero que -a veces- pueden resultar 

desincentivantes. Por tanto, debemos pensar en cómo podemos ir mejorando 

salarios, pero ver cómo compatibilizar con las ayudas existentes. 

Una tercera reflexión está relacionada con el hecho de que todo lo que tiene que 

ver con la atención a la dependencia es de responsabilidad pública: autorización, 

inspección, control. 

Esta responsabilidad no ha de confundirse con la titularidad, que puede ser pública 

o privada y no hay que confundirlo tampoco con el modelo de gestión: igualmente, 

pública o privada. 

Por último, están los clientes, quienes pagan los recursos: puede ser una 

financiación privada (el ejemplo claro son las residencias); y los de financiación 

mixta: aunque tenga financiación pública, en los servicios sociales el usuario tiene 

que pagar alguna parte, es también financiación privada, es un modelo mixto de 
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financiación: el ciudadano paga una parte de su pensión y el resto lo abona el 

Estado, la Comunidad Autónoma… 

Si analizamos algunas cifras de la Dependencia en Canarias, un primer dato es que 

no están accesibles. Cuesta muchísimo trabajo encontrar información, por lo que 

acudimos a los datos del SAAD, que recoge mensualmente el IMSERSO, de las 

personas que están acogidas al Sistema para la Autonomía y Atención a la 

Dependencia, llamando la atención en Canarias el alto porcentaje de personas que, 

teniendo reconocido el derecho, no recibe prestación: un 27,76%. 

En lo que respecta a las prestaciones que se dan en nuestra Comunidad Autónoma, 

si bien las tasas de los cuidados profesionales (ayuda a domicilio, centros de día y 

residencias) no son muy altas, sí que es significativa la prestación económica 

vinculada al servicio. 

Se critica el abuso que se hace en las CC.AA. de la prestación económica para 

cuidados en entorno familiar. Este tipo de ayuda lo que está fomentando es la 

economía sumergida o el cuidado a través del servicio doméstico. 

Si queremos dar cuidados de calidad, no podemos dar dinero a la gente para que 

se autoorganicen en casa: si necesitan dinero, habrá que darles dinero, pero si 
necesitan cuidado hay que darles cuidado. 

Respecto al número de plazas residenciales, Canarias está en torno a las 99 

residencias y sobre 6.000 plazas, con lo que la ratio es muy baja: 1,57% por cada 

100 mayores de 65 años, cuando en Europa se habla de una ratio del 5% como 

objetivo y en mayores de 80 años (porque el tramo de 65 a 80 años, por la calidad 

de vida, no precisa en muchos casos de ir a residencias), la ratio es del 6,18%, 

frente al 12,75% nacional. 

Habría, pues, que hacer un esfuerzo, porque es evidente que, en Canarias, hay un 

volumen importante de dependientes que deberían estar en una residencia y están 

en su casa. 
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Volviendo a la gestión, debemos preguntarnos el porqué de la gestión privada de 

servicios públicos, aquellos servicios de titularidad o responsabilidad pública. 

Las respuestas son varias: las limitaciones “legales”; el ahorro de costes; eficacia y 

eficiencia (con el mismo dinero se llega a más gente y el resultado es bueno); mayor 

flexibilidad… 

Una residencia pública, desde que identificamos el suelo, hacemos el proyecto, 

hasta que entra la primera persona dependiente, pasan al menos 7 u 8 años; y el 

presupuesto es el doble que el de la iniciativa privada. 

La percepción de calidad de los usuarios de servicios públicos de gestión privada 

suele ser mejor que la que se tiene de los servicios públicos de gestión pública 

(pensemos, por ejemplo, que una residencia pública, donde el personal es 

funcionario, la rotación es altísima y, como sabemos, el personal de referencia es 

esencial para el cuidado). 

Otro elemento que considerar es la promoción y desarrollo de infraestructuras 

sociales, sobre todo, con el déficit de plazas residenciales que tenemos en las Islas. 

Es un modelo que se usa para carreteras, para otro tipo de equipamientos y se ha 

desarrollado en otras Comunidades para hacer residencias. 

En estos proyectos, los cuatro elementos clave son:  

 El suelo: en este tipo de equipamientos, los Ayuntamientos hacen una cesión 

del suelo; 

 Los requerimientos normativos:  el adjudicatario que gana el concurso 

construye el edificio; 

 El plazo (que ha de ser razonable para recuperar la inversión realizada), el 

adjudicatario gestiona la residencia por un período de tiempo de 50-75 años 

para poder recuperar la inversión; 

 Y garantizar un volumen de concertación: que la Comunidad Autónoma se 

compromete a concertar un volumen de plazas. Requiere de un compromiso, 

de un consenso, fruto del diálogo. 
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Debemos hacer mención también a que cada vez se hace un uso más frecuente 

del concurso y cada vez más son concursos digitales (con las dificultades que ello 

conlleva para empresas de determinado tamaño); la creciente judicialización de los 

procesos; los peligros de incurrir en modelos subasteros; es importante también 

analizar los costes con rigor. 

Es, asimismo, necesario hacer seguimiento y control por la Administración, para 

evitar incumplimientos. 

Es claro que debemos avanzar en confianza: ir a modelos de más confianza, 

modelos de colaboración a más largo plazo. 

Y, por último, debemos también reflexionar sobre los sistemas de evaluación de los 

servicios que actualmente se hace en la relación entre los responsables de la 

Administración y los responsables de los servicios: debería hacerse un esfuerzo 

para intentar investigar si el servicio que prestamos es bueno o no para los usuarios 

y las familias.   

PRESENTACIÓN DE LOS DOS PANELES A CARGO DE LA CONSEJERA DE 
BIENESTAR SOCIAL, IGUALDAD, JUVENTUD, INFANCIA Y FAMILIAS DEL 
GOBIERNO DE CANARIAS.  

El Gobierno de Canarias se ha planteado que no puede abordar el nuevo modelo 

de cuidados centrado en la persona, sin la participación de los actores de la 

economía privada que son quienes movilizan y dinamizan la economía, quienes 

contratan y ofrecen los servicios, con ayuda del Gobierno, pero con su empuje y 

visión de futuro. 

Es el caso de la infradotación del sistema. Infradotación que se refleja tanto en las 

infraestructuras sociosanitarias como en el personal necesario para garantizar una 

atención de calidad. 
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De aquí a 2030, el déficit de profesionales en el área sociosanitaria va a ser de 

257.000 personas. Es una cifra que o ponemos ya medidas correctoras desde 

ahora o vamos a tener un grave problema. 

Se indica por la Consejera que, desde las Administraciones Públicas, se han 

intensificado esfuerzos para buscar soluciones de forma transversal, contando con 

la colaboración de las diferentes áreas implicadas: Educación, Empleo, Servicios 

Sociales…y siempre, por supuesto, de la mano de las entidades privadas que son 

las que realizan los servicios. 

De cara al nuevo marco de actuación de la Estrategia Sociosanitaria que está 

elaborando el Gobierno de Canarias, se van a impulsar diferentes medidas con el 

único objetivo de garantizar la calidad de vida de las personas a través de la 

atención integral, una labor en la que se está trabajando con la mirada puesta en 

alcanzar objetivos fundamentales: la reducción de las listas de espera en materia 

sociosanitaria y la mejora de los servicios de prestaciones a las personas.  

Se nos adelanta la próxima aprobación de un nuevo Decreto de acreditación que 

implicará un sistema de acreditación mucho más flexible. 

A esto se le une la creación del Mapa de recursos en materia sociosanitaria, una 

guía que permitirá analizar las necesidades reales en este ámbito. 

Resulta clave el incremento del número de plazas de atención sociosanitaria. 

Nuestra condición de territorio fragmentado supone un hándicap y se traduce en un 

encarecimiento del modelo de atención residencial que obliga a construir 

residencias en lugares en los que no se contemplaría de no ser porque estamos 

hablando de islas. 

Una situación que va unida -además- a un proceso más complejo marcado por los 

inconvenientes burocráticos, concesión de terrenos, licencias, financiación, incluso 

de personal, como la señalada carencia de profesionales especializados. 
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Este aspecto es uno de los que se centra la atención de la Consejería y, por ello, 

se está trabajando en varios frentes agrupados en el marco de la Estrategia 

Sociosanitaria. 

En primer lugar, el Tercer Plan de Infraestructuras Sociosanitarias que se espera 

que resuelva los problemas que no solventó el Segundo Plan. Este Segundo Plan 
totalmente público, desde lo público, iba a crear 5.000 plazas residenciales que 

nos acercaría a ese 5% de ratio de plazas residenciales para mayores de 65 años, 

pero solo se ejecutó un 30% de las obras. 

La desinstitucionalización es un objetivo más que evidente y necesario, por lo 

que se quiere consolidar un nuevo modelo en el que el ingreso en los centros 

sociosanitarios residenciales sea el último recurso al que se acuda para la atención 

a los colectivos vulnerables. 

Refiere, además, la Sra. Consejera que la estrategia de la desinstitucionalización 

debe estar dirigida a que las personas puedan tener una buena vida en la 

comunidad, mediante el acceso a servicios y apoyos especializados que les permita 

tomar decisiones sobre su vida, cubrir necesidades básicas, respetar la identidad y 

sus preferencias. 

La imagen que se nos ofrece en la actualidad en España es que los cuidados 

recaen principalmente en la familia, especialmente en las mujeres, sin un sistema 

público suficientemente desarrollado. 

A esto se suma las carencias en recursos como viviendas supervisadas, servicios 

de apoyo a domicilio y asistencia personal. Áreas todas ellas que hay que reforzar 

para poder materializar una desinstitucionalización en las mejores condiciones. 

Y, en este ámbito, también entra la empresa privada y la colaboración público-

privada y el Tercer Sector. 

Una realidad que exige que se adopten nuevos modelos sociales y la empresa 
privada y el Tercer Sector tienen un papel crucial, porque se necesitarán 
empresas y entidades que ofrezcan personal cualificado y con vocación. 
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Se va a continuar trabajando en el desarrollo de programas de cuidados sanitarios 

en el domicilio, de programas de viviendas integradas en la comunidad con 

recursos personalizados. A esto se suma la apuesta por priorizar medidas que 

garanticen que los mayores vivan en esos entornos familiares e incidirán en crear 

centros más reducidos que permitan servicios personalizados y accesibles. 

Para ello se incidirá en la profesionalización de las empresas y de las entidades del 

Tercer Sector que prestan los servicios; se impulsará la acreditación de centros 
con una autorización administrativa con declaraciones responsables. 

Asimismo, se promoverá la comunicación, acreditación y registro de entidades, 

centros y servicios sociales sin retirar el foco, por ello, en la calidad y los estándares 

necesarios para garantizar el bienestar de las personas. 

Y esa acreditación se hará extensiva a la cualificación profesional y de las 
habilitaciones de las personas cuidadoras y gerocultores de centros e 
instituciones sociales, así como auxiliares de ayuda a domicilio. 

Indudablemente, las nuevas necesidades requieren de una formación específica 

que además puede representar una importante salida laboral en un ámbito que 

presenta una creciente demanda. 

Se está desarrollando la Ley del Mayor de Canarias y se van a implementar los 

servicios de asistencia personal que se ajusten a sus necesidades y situaciones 

concretas. 

Se está trabajando sobre un nuevo modelo que precisa de la implicación activa 
y coordinada de todas las Administraciones Públicas, las entidades privadas 
y del Tercer Sector. 

En palabras finales de la Sra. Consejera, “solo a través de un compromiso 

compartido, lograremos un sistema de servicios sociales fuerte, inclusivo y 

sostenible y avanzaremos hacia una sociedad más solidaria”. 
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PANEL 1: OPORTUNIDADES, RETOS Y MODELOS DE COLABORACIÓN 
PÚBLICO-PRIVADA EN EL SECTOR DE LAS INFRAESTRUCTURAS 
SOCIOSANITARIAS. 

En este panel, ha intervenido el Sr. Viceconsejero de Bienestar Social, que 

compartió con los asistentes que la colaboración público-privada se está 

convirtiendo en una de las vías más esperanzadoras de cara al futuro inmediato en 

materia sociosanitaria a nivel de infraestructuras. 

Insistió, como ya había indicado la Sra. Consejera, en que se está trabajando en el 

III Plan Canario de Infraestructuras Sociosanitarias, a la par que con la I Estrategia 

Sociosanitaria de Canarias 2025-2030 que, al final, es un conjunto de medidas 

desde todos los ámbitos de la Administración, desde todas las personas, las 

responsabilidades que intervienen en el ámbito sociosanitario: Consejerías de 

Sanidad y Bienestar Social, como los propios Cabildos que tienen en esta materia 

un papel muy relevante. 

Recordó que la mala experiencia del II Plan (2018-2024) ha incidido en el 

convencimiento de que hay que activar de manera mucho más decisiva la 

colaboración público-privada para generar las plazas, los recursos que 

necesitamos en los próximos 8 o 10 años en Canarias, en materia de atención 

sociosanitaria. 

Canarias, con la demanda que va a tener en los próximos años, con la situación 

que vivimos de envejecimiento poblacional, con la aparición de perfiles cada vez 

más complicados en el ámbito de la salud mental…, no nos podemos permitir el 

lujo de seguir haciendo apuestas que no tengan una conclusión exitosa al 100% o 

sumar un número importante de plazas sociosanitarias. 

En Canarias, se habla de un déficit en el ámbito sociosanitario y en el ámbito 

residencial, de 9.000 camas, teniendo en cuenta los estándares de la OMS; ahora 

bien, debemos tener en cuenta que estamos inmersos, a nivel europeo y español 

en una Estrategia de desinstitucionalización, que viene a suponer que no podemos 
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seguir pensando en la alternativa residencial como la única alternativa a buena 

parte de nuestra población cuando envejece o cuando tenga un perfil dependiente. 

Esto hace revisar algunos planteamientos con los que se ha venido trabajando en 

los últimos años y proponer la aparición en escena, con mucha más decisión, de 

todo lo que son centros de día, centros de estancia nocturna, no exclusivamente 

residencias, pero de distintos perfiles de centros que, hasta ahora, no han sido la 

apuesta más importante por parte de todas las Administraciones. 

PANELISTA: RAFAEL SÁNCHEZ-OSTIZ (CEAPS-Círculo Empresarial de 

Atención a las Personas) 

Una primera reflexión es la de quiénes son nuestros clientes en el sector de 

dependencia: las personas mayores, sus familias, las Administraciones implicadas, 

los profesionales, otras entidades del sector. 

Y, precisamente, colocamos -en tercer lugar- a las Administraciones implicadas, 

porque los profesionales tenemos que hacer la tarea de considerar a la 

Administración como un cliente y un cliente lo que considera fundamentalmente es 

evaluar sus expectativas.  

Nuestra posición tiene que ser proactiva para no solo exclusivamente pedir a la 

Administración, sino acercarnos a la Administración como cliente y conocer qué 

expectativas tiene y cómo podemos cubrirlas. 

La situación actual que tenemos es que es una demanda absolutamente 

desbocada, con listas de espera. Un fenómeno que viene, precisamente, por esa 

curva del envejecimiento. 

Un sistema muy dispar por CC.AA., con 17 regulaciones, lo que supone una 

dificultad sobreañadida desde el punto de vista de la regulación y del crecimiento 

del sector. 
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Al carecer de recursos o servicios suficientes, tenemos unas prestaciones 

vinculadas que son escasas y no llegan a todos. 

Desde el sector inversor en el que se ha producido una concentración de 

inversores, fundamentalmente por fondos de inversión inmobiliaria, que han ido 

comprando centros. 

Por otro lado, asistimos a un freno inversor, y esos fondos de inversión están 

girando hacia sectores más atractivos, como pueden ser las residencias de 

estudiantes. 

Y, desde el punto de vista del gestor, estamos ante una etapa pos-Covid, con una 

producción excesiva de regulación. 

Por otro lado, la gestión se está profesionalizando, con una escasa rentabilidad, 

porque los costes están disparados. 

Desde el punto de vista de la realidad actual, estamos -ahora mismo- en España, 

en torno a 400.000 plazas en 5.500 residencias, cifra suficiente para determinadas 

CC.AA., insuficiente para otras, como es el caso de Canarias.  

Tenemos 100.000 plazas de centros de día.  

A diferencia de otros países, la titularidad fundamental es privada. Es un tema claro 

de diagnóstico y que va a seguir existiendo dado que la capacidad pública de 
generar recursos es muy limitada y no hay más remedio que contar con la 
iniciativa privada. 

Y las ratios de cobertura están por debajo de los estándares. Por consenso, se 

habla del 5% de mayores de 65 años, o un 16-17% de mayores de 80 años, que 

necesitaría plazas residenciales. 

Los trabajadores siguen en aumento. Cada vez trabajan más personas en el sector, 

por ello, más que hablar de coste se habla de inversión: la inversión genera empleo, 

y al generar empleo, genera valor… 



 
 
 

23 
 

Por otro lado, los principales retos que deberíamos ir acometiendo son la 

complejidad de las normativas, maremágnum normativo (que produce inseguridad 

para la inversión y frena al inversor) y la infrafinanciación crónica. 

Tenemos una recesión del sector del contexto macro (materias primas de 

construcción, tipos de interés, …). Ahora mismo, resulta un sector que no es 
atractivo para los inversores.  

A esto se une, tras el COVID, un coste reputacional que seguimos sufriendo. 

Desde el punto de vista del gestor, tenemos una disminución de márgenes 

operativos por el incremento de costes laborales, de suministros… 

Desde el punto de vista de la infrafinanciación: la media de los países de la OCDE 

está en el 1,96 y nosotros no llegamos al 1%. Difícilmente con estos datos va a 

hacer crecer al sector de los cuidados y al sector de la dependencia. 

Uno de nuestros grandes males: se dedican muy pocos recursos al sector de la 

dependencia. 

¿Por qué no se hacen más residencias? Existe poco incentivo público. 

Los gestores están desprendiéndose de centros poco rentables o con difícil 

ubicación, y se protegen en los centros más rentables y no generan más plazas.  

Posicionamiento desde CEAPS: 

Por un lado, tenemos que dignificar los cuidados. 

Apostar por la prevención y aquí tenemos que ir también de la mano de la 

Administración Pública. Si no podemos curar, hay que prevenir. Hay países, como 

Canadá, que están consiguiendo resultados espectaculares en disminución de 

índices de dependencia, invirtiendo en prevención. Y, en Canarias, con la calidad 

de vida que tenemos, se puede hacer un laboratorio de calidad de vida desde el 

punto de vista de envejecimiento activo y saludable. 
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Desde el punto de vista de la Administración, hay que poner más recursos. Desde 

el punto de vista de prestaciones vinculadas al servicio, de las plazas de 

concertación, llegar a los 2.500/3.000 euros plaza/mes. 

Tenemos que luchar para hacer menos costosa la atención para las familias. 

Tenemos que separarnos del Acuerdo Belarra y regular con el sentido común y con 

el pragmatismo: qué es lo que podemos hacer, qué es lo que se puede pedir para 

hacer centros realmente viables (la Ley de pago a proveedores; la desindexación: 

no puede ser que los contratos salgan con 4 años de congelación, porque los costes 

-laborales, suministros, etc.- no permanecen congelados). 

Desde el punto de vista del personal, estamos ante una crisis de cuidados, la gente 

no quiere trabajar en residencias y es una realidad que debemos afrontar: cómo 

debemos dignificar el sector, cómo podemos hacerlo más atractivo. 

Y, desde el punto de vista del gestor, debemos dignificar el sector y más consenso 

en los aspectos regulatorios. 

PANELISTA: SEBASTIÁN SANSÓ (Presidente de la Asociación de Clínicas 

Privadas de la Provincia de Las Palmas) 

Aterrizando en la realidad canaria, en primer lugar, tenemos un problema, a tenor 

de los datos demográficos y de esperanza de vida, lo tenemos y lo tenemos ya. 

Con los datos demográficos, parece claro que en torno al año 2030, tendríamos un 

problema grave de necesidad de camas sociosanitarias. 

Primer problema al que hay que adicionar en Canarias: tenemos alrededor de 600 
personas en los 4 hospitales universitarios (2 en Gran Canaria y 2 en Tenerife), 

viviendo con el alta hospitalaria. 

Cada una de esas personas, con la Orden de precios recientemente publicada por 

el Servicio Canario de la Salud, vienen costándonos mensualmente más de 20.000 



 
 
 

25 
 

euros (eso supondría, a bote pronto, 144 millones de euros al año), cuando en una 

residencia, estaríamos en 3.100-3.300 euros. 

La solución para esto no es construir nuevo hospital sino trabajar en lo que es 

objeto de estas jornadas, en la producción de esas camas sociosanitarias. 

En segundo lugar, la ratio de camas: 1,81 camas por cada 100 mayores de 65 años 

que sigue lejos de ese objetivo del 5%. 

Con una particularidad, si en Canarias la lista de espera que existe en dependencia 

imaginemos que mañana se solventase, el porcentaje de población dependiente 

pasaría del 1,4% al 2,4%. Ese punto porcentual supondría que ya requeriríamos un 

40% más de recursos. 

Con esas necesidades, ¿es más o menos atractivo este sector para la iniciativa 

privada? Pues, a tenor de los datos, es poco atractivo porque solo un 18% de las 

camas, ahora mismo, lo gestiona el recurso privado y solo un 8% de las planificadas 

y aprobadas actualmente están en el ámbito privado. 

Contrasta bastante con algunos datos de referencia de algunas CC.AA. donde el 

sector privado tiene mucho mayor peso. 

También es curioso el volumen o tamaño de las residencias. Una de las claves 
para hacer relativamente más atractivo al sector privado es empezar a trabajar 
con residencias de mayores volúmenes porque permite una repercusión de 
costes más adecuada. 

Las fórmulas de colaboración público-privadas hay muchas y variadas, pero 

estando en la Mesa que nos ocupa hablando de construcción y gestión, podríamos 

ir a un modelo concesional o sencillamente de liberación de suelo. 

En cuanto a las debilidades del modelo o lo que lo hace tan poco atractivo para 

la iniciativa privada: 
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En primer lugar, la falta de suelo. Según los operadores del sector hay poco suelo 

y además mal ubicado, en el sentido de que el mayor preferirá estar en el entorno 

familiar y en su casa, pero si tuviera que estar en una plaza residencial, 

probablemente quiera estar en un entorno urbano y no cerca de un polígono 

industrial o a 40 km del centro. 

No se trata de crear guetos residenciales apartando al mayor de los núcleos 

residenciales. 

En segundo lugar, el retorno financiero está muy descompensado con el riesgo 
reputacional. Al final, somos empresarios, el capital se mueve por unas tasas de 

retorno; el objeto, obviamente, es prestar atención a las personas, pero si el sector 

es poco atractivo, el capital se irá hacia aquellos sectores que le ofrezcan una tasa 

de retorno más atractiva. 

En tercer lugar, la complejidad del marco regulatorio. Aquí, además Canarias 

tiene la particularidad del rol de los Cabildos. Así, podemos hablar de competencias 

gubernamentales, competencias cedidas a los Cabildos, financiación repartida, 

urbanismo en los Ayuntamientos…; es decir, es tal el entramado de competencias 

entre las tres Administraciones que desincentiva al inversor privado. 

Y, en último lugar, la desindexación. Esto, en los servicios sociales y en los 

servicios sanitarios, que tienen un margen muy pequeño, es especialmente grave. 

Si ya es difícil presentarse, bajo esos términos, a un concurso para gestionar 

durante 3 o 4 años, cuando tienes presiones del IPC, subidas del SMI, reducción 

de jornada, negociación de Convenios…, en el paradigma que estamos planteando 

aquí de construir o concesionar algo 25 o 30 años sin tener la seguridad jurídica de 

qué va a pasar con el precio que te retorna para sufragar la inversión.  
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PANEL 2. CONSTRUYENDO MODELOS DE COLABORACIÓN PÚBLICO-
PRIVADA EN EL SERVICIO DE AYUDA Y ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA. 

Trasladamos en este documento la reflexión previa que hace la Directora General 

de Dependencia: debemos plantearnos cómo queremos cuidar, quién cuida y 
en qué condiciones. Y, desde luego, no puede resolverse desde un único ámbito, 

el de la Administración Pública. La Administración Pública no puede dar respuestas, 

por sí sola, a un fenómeno complejo y creciente como es la atención a la 

dependencia.  

En lo que respecta al Diagnóstico de la Dependencia en Canarias, se indica que se 

han dado pasos importantes en los últimos años, acelerando la tramitación de los 

procedimientos de reconocimiento de la dependencia (con un nuevo Decreto que 

ha simplificado el citado procedimiento y de ser un trámite bifásico, se ha pasado a 

un trámite monofásico). 

Se han introducido mejoras en la gestión del aplicativo que se tiene en la Dirección 

General que permite que todos los trámites administrativos estén digitalizados, 

apartando por completo el papel, que simplifica muchísimo lo que es el 

procedimiento. 

Se han reducido los tiempos de espera para el acceso a las prestaciones. 

Sin embargo, también hay retos evidentes que se tienen que enfrentar. El servicio 

de ayuda a domicilio sigue sin llegar a todas las personas que lo necesitan, 

especialmente, en zonas rurales y con dispersión poblacional. 

La cobertura pública es limitada y depende, en gran medida, de entidades 
privadas y del Tercer Sector para poder muchos de estos servicios. 
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También persisten desigualdades territoriales: hay Municipios en los que, todavía, 

no se ofrece y son de difícil acceso para prestar el servicio. Como ejemplo, a la Isla 

de Fuerteventura, apenas llega el servicio de ayuda a domicilio. Hay un problema 

grave. 

Además, el envejecimiento progresivo de la población implica que esta demanda 

no va a decrecer, sino que crecerá en los próximos años. 

La atención a la Dependencia no es solo una prestación, es una garantía de 

derechos y, por eso, necesitamos un modelo mixto bien articulado que sume 

capacidades de lo público, lo privado y lo comunitario. 

En lo que se refiere a los retos de la colaboración público-privada, desde la 

Dirección General se señala que hay que tener presente que colaborar no es solo 

contratar, es buscar juntos soluciones que respondan a realidades complejas. 

Algunos de los retos que se plantea es la profesionalización; el medir el impacto de 

esa colaboración: medir la autonomía, la satisfacción de los usuarios, la continuidad 

del servicio que se está prestando, que no haya tantas interrupciones. 

Otro de los retos es fortalecer la colaboración sociosanitaria porque muchas 

personas con dependencia tienen patologías crónicas completas que requieren una 

visión integrada y que no reciba la persona distintos profesionales y no estén 

conectados entre sí. Tiene que haber una mayor comunicación. 

Un equilibrio entre la eficiencia y la equidad: las empresas pueden aportar 
innovación y agilidad, pero el sistema debe garantizar que ninguna persona 
quede desatendida por razones económicas o geográficas. 
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En la financiación, se aprovecha el marco del FSE+ y los Fondos NextGeneration 

para financiar proyectos de digitalización, transformación de modelos de cuidado e 

impulso de nuevos perfiles profesionales. Desde el IMSERSO se está trabajando 

con todas las CC.AA., en la certificación de nuevos perfiles profesionales por el 

grave problema que existe de falta de profesionales. 

Hay que fomentar la innovación social y tecnológica en el ámbito de la dependencia, 

desde las plataformas digitales hasta sensores para hogares inteligentes. 

Igualmente señala que se quiere mejorar el marco de relación con entidades: se 
pretende revisar y actualizar los modelos de Convenios y Contratación para 
hacerlos más orientados a resultados, con cláusulas de transparencia y 
calidad. 

Y, como conclusiones, la Directora General manifiesta que tenemos una gran 

oportunidad por delante: redefinir juntos el modelo de cuidados en Canarias. 
Estamos en un momento clave, la sociedad nos está diciendo con claridad que hay 
que cuidar mejor y hay que cuidar al que cuida. 

Un modelo que apuesta por la proximidad, por los cuidados personalizados, por la 

innovación y por el reconocimiento del valor del trabajo de tantas personas realizan 

cada día en los hogares de nuestras Islas. 

No se trata solo de ampliar los recursos, sino de repensar los modelos: 
hacerlos más justos y sostenibles. 

Desde lo público, no lo pueden hacer solos: se necesita un sector privado 
comprometido, profesional y alineado con los valores del sistema del 
bienestar. 
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La colaboración público-privada no es una opción, es una necesidad, pero 

debe hacerse desde una lógica de corresponsabilidad, calidad y orientado al 

derecho. 

Desde la Dirección General de Dependencia se reafirma en el compromiso con ese 

proceso y su disposición a establecer alianzas estables, transparentes y 
centradas en las personas. 

PANELISTA: HORACIO RAMOS (Vicepresidente de ACEMAD) 

Se transmite, ahora, por parte del representante de las empresas canarias del 

servicio de ayuda a domicilio, las inquietudes del sector. 

Indica que la organización que representa fue constituida en 2019 por empresas 

canarias, que tributan en Canarias, que se encuentran ante los mismos problemas, 

indistintamente de las islas o provincia. 

Da empleo a más de 1.500 trabajadores y atiende a más de 6.000 usuarios de 

dependencia. Tiene representación en todo el Archipiélago. Hay empresas que 

llevan más de 20 años prestando el servicio de ayuda a domicilio, cuando ni siquiera 

existía la Ley de Dependencia, que se publicó en 2008. 

El primer problema que plantea es el reconocimiento de los cuidadores 
profesionales, a los que se confunde en muchas ocasiones con personal de 

limpieza. 

De las principales dificultades a las que se enfrenta el sector es el absentismo, 
donde se ha alejado del porcentaje antes de la pandemia.  
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Y no solo el porcentaje del absentismo se ha incrementado, sino que hay datos que 

ponen de manifiesto que la duración de la IT se ha extendido considerablemente, 

lo que provoca unos sobrecostes que implican la reconsideración de las horas y de 

los servicios que se le pueden prestar a los usuarios. 

¿Qué posibles soluciones se pueden plantear? Reducir el tiempo máximo de 
Incapacidad Temporal, que es hoy de 1 año más prórroga de 6 meses. 

Si se redujera ese plazo máximo de 18 meses a 6 meses, las empresas no tendrían 

que recortar las horas de servicio; así como la posibilidad de la gestión de las 
altas por parte de las Mutuas que reduciría los tiempos medios de la IT y 
ayudaría a aliviar la carga de trabajo de los servicios públicos de salud. 

Otro problema del sector, que también se ha dejado patente en el panel anterior, es 

la falta de personal cualificado: no hay tantos trabajadores como los que 

demanda el sector. 

Se plantea por la organización empresarial el permitir que alguien que haya 
completado su formación, sin necesidad de que tenga satisfechas las Tasas 
y expedido su título, pueda empezar a trabajar, dado que el certificado de notas 

por parte del órgano de gestión de la formación indica que esa persona es apta 

para trabajar, con los conocimientos básicos para poder hacerlo. 

Otra de las posibles soluciones que se plantea es la ampliación de la oferta 
formativa, avanzar en nuevas titulaciones, tanto en el entorno educativo como en 

el de empleo (por ej. Los PFAE). 

Con las listas de espera que hay y el tiempo medio para que llegue la 
resolución, la mayoría de las familias han tenido que buscar soluciones, 
mediante familiares, cuidadores no profesionales, empleados de hogar, 
mediante la economía sumergida, así como las prestaciones vinculadas al 
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entorno familiar, sobre las que no hay ningún tipo de control del Gobierno 
para que ese dinero se destine a lo que se tiene que destinar… Por lo que 

estima que estiman que no es ese el camino para reducir las listas de espera. 

Se preocupan, como asociación, para que se reconozca al personal de limpieza 
con la categoría profesional para la atención del grado I de Dependencia. 

Se lucha para que al personal de ayuda a domicilio se le reconozca como 
profesional que no está solo para limpiar. 

En otro orden de cosas, preocupa el tema de la sostenibilidad de las prestaciones 

vinculadas al servicio, sobre las que dan un dato: en los más de 5 años, se han 

incrementado un 12%, mientras que el aumento de los costes del servicio ha sido 

de más de un 50% (hablamos de subida del Salario Mínimo Interprofesional, de la 

gasolina… de todos los gastos que conlleva el traslado del auxiliar al domicilio 

donde realiza el servicio). 

Esa es la razón por la que se ven obligados a reducir las horas de la prestación del 

servicio.  

El aumento de la prestación debe ser, no del 12, sino del 15 o 20% o crear un 
sistema de copago como han hecho algunos Ayuntamientos. 

Otra dificultad, según responsable de la organización empresarial, es que el 

contrato de trabajo actualmente permitido es el indefinido. Habría que repensar la 
posibilidad, como se ha hecho en otros sectores, de permitir otro tipo de 
contratación.  
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Pensemos en el fallecimiento del usuario o la utilización de otro recurso (como la 

residencia). Al trabajador que realizaba el servicio habrá que realizarle una 

comunicación con una determinada antelación, con una reducción de jornada, o 

buscarle otro usuario. ¿Qué pasa si no hay otro usuario en la zona que el auxiliar 

pudiera tener? No podremos realizar el servicio y tenemos que hacer una reducción 

de jornada… 

Otra preocupación son las macrolicitaciones que se están programando, que 

tanto afecta a las pequeñas y medianas empresas. ¿Qué ocurre con el derecho a 

elegir del usuario? Que ya no podrá elegir la empresa que le preste el servicio, 

además de acabar con el tejido empresarial canario que lleva más de 20 años 

haciendo ese trabajo. 

PANELISTA: OLIMPIA DEL ÁGUILA (Responsable de Igualdad y Seguridad Social 

del Departamento de Empleo, Diversidad y Protección Social de CEOE): 

Desde CEOE, se entiende la política de cuidados como una política básica que nos 

permite funcionar al resto de sectores. 

Hay que recordar que la Ley de Dependencia, que va a cumplir dos décadas, fue 

fruto del Diálogo Social, del acuerdo, de los consensos… y, además, se tuvo claro 

que solo había una forma de desarrollarlo que era la colaboración público-privada; 

sin esa asunción de riesgos del sector privado, hoy, no tendríamos el sistema de 

dependencia que tenemos. 

Así, por ejemplo, el 70% aproximadamente de las plazas residenciales se gestiona 

por la iniciativa privada. 

Tenemos que repensar el modelo: debemos evaluar y ver hacia dónde queremos 

ir y qué nos está exigiendo la sociedad sobre los cuidados. 
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Como ya se indicara en otros momentos de la jornada, la economía va a venir 

mediada por la demografía y, por un lado, habrá oportunidades: la silver economy 
supone una oportunidad clarísima de transformación social; pero también 
presenta retos importantes. 

En relación con el envejecimiento, la esperanza de vida nos exige moldear nuestro 

sistema de cuidados, teniendo en cuenta las diferentes fases de envejecimiento. Y 

para ello es esencial el desarrollo de un sistema de ayuda a domicilio propio 
de lo que se nos está exigiendo a nivel social. 

Durante la pandemia, se llegó al convencimiento de que el sector de los cuidados 

era un sector esencial. 

La esencialidad de los cuidados exige corresponsabilidad de todos los niveles de 

la Administración Pública. 

Los interlocutores sociales, tanto las organizaciones empresariales como 
sindicales, lo que quieren son cuidados profesionales, como la 

profesionalización es el único elemento que garantiza la calidad de los cuidados. 

Esa profesionalización es lo que requiere la ayuda a domicilio o los modelos que 

se quieran equiparar al servicio que realmente se presta en la ayuda a domicilio. 

El asistente personal requiere una equiparación en requisitos equivalente a lo que 

se exige a la ayuda a domicilio. Lo que no puede seguir pasando es lo que sucede 

en algunas CC.AA. que es una salida fácil de la lista de espera. 

O la llamada a los trabajadores domésticos, de alta en la Seguridad Social, en un 

Régimen Especial, por tanto, abonando menos coste y sin haber una empresa 

detrás. Lo que garantiza derechos de los trabajadores es el Convenio 
Colectivo y para ello, deben estar bajo el paraguas de la empresa. 
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La profesionalización exige también esto: que, por parte de las Administraciones 
Públicas, las figuras que se desarrollen sean figuras con derechos y que no 
se fomenten figuras que, en el fondo, son competencia desleal para las 
empresas, a las espaldas de las trabajadoras sin derechos. 

Muy similar a esto son las prestaciones vinculadas a los cuidados en el 
entorno familiar, que se prestan que se desempeña por cuidadoras no 
profesionales. 

Lo que pretenden las organizaciones empresariales, y así se ha trasladado en una 

Mesa Técnica en el Ministerio con motivo de la reforma que se está llevando a cabo 

de las Leyes de Dependencia y Discapacidad, es que esas figuras, al menos, 

vengan completadas con la ayuda a domicilio. 

La garantía de la calidad de los cuidados, además, es la acreditación. 

CONCLUSIONES 

Debemos desacelerar el crecimiento de un problema que se agrava cada día y 

todos tenemos que participar en él de una forma decidida: tenemos problemas 

asistenciales, tenemos problemas de terrenos, tenemos problemas a la hora de 

planificar las inversiones... 

Estas jornadas han dejado constancia de los problemas de la situación de la 

dependencia; problemas que están a la orden del día debido a la esperanza de vida 

más alta y el dramático descenso de los nacimientos. 

Es un problema que año a año va a más, con más personas implicadas, con 

necesidad de cuidados de larga duración que requieren medidas planificadas a 

futuro, medio y largo plazo. 
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Nos enfrentamos a cambios unidos a retos como el que supone una sociedad más 

longeva que necesita mayor atención, al desafío de la transición demográfica que 

nos obliga a buscar respuestas innovadoras, a la necesidad de acompañamiento 

de las personas en todas las etapas de su vida, ayudando a mantener a las 

personas su autonomía y a vivir con dignidad. 

Sector con altos tiempos de espera y con su servicio de ayuda a la dependencia 

que requiere una mayor colaboración público-privada. 

Seguimos siendo la Comunidad con los períodos de reconocimiento de la 

dependencia más largos de este país: es importante agilizar el procedimiento y 

establecer unas prestaciones o servicios acordes con las necesidades de las 

personas dependientes que favorezca la participación de empresas. 

La Dependencia debe ser un servicio esencial en la comunidad y los dependientes 

no se pueden permitir el lujo de no ser atendidos. 

Un sector que necesita de financiación adecuada que permita superar la 

infradotación presupuestaria que se viene arrastrando desde el nacimiento del 

sistema. 

Debemos alcanzar un nivel de financiación sostenible y que permita garantizar la 

cobertura efectiva de las necesidades sobre la base de los costes reales de la 

cartera de servicios con criterios de calidad y dignificación del sector. 

La Dependencia y los Servicios Sociales deben estar en la Agenda Pública. 

Es un sector que requiere, como ha quedado patente, de una política de primer 
orden que suscite un nivel de consenso de todos los niveles políticos y 
administrativos, del Estado y de la Comunidad Autónoma, con la 
participación de los interlocutores sociales, a través del Diálogo Social. 
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Pasamos, a continuación, a detallar algunas conclusiones reseñadas en el sector 

Residencial y en el SAAD: 

CONCLUSIONES DEL PRIMER PANEL: 

 Retornar a algunas soluciones como la colaboración público-privada del 
primer Plan de Infraestructuras, que surtió efectos: creó plazas en tiempo. 

 El modelo que todos compartimos de mejorar la calidad, la dignidad de la 

atención a las personas, también hay que hacerlo compatible con la rentabilidad 

y con la sostenibilidad del sistema, por lo que sería recomendable que el 
llamado Acuerdo Belarra (del año 2022) se revisara con parámetros de 
corresponsabilidad: ir hacia un modelo que, dentro de la sostenibilidad, 
nos permita también ese elemento fundamental para empresas y entidades 
de rentabilidad no solo económica sino social. 

 Tener en cuenta la “geriatrización de la medicina”, no solo las plazas de esas 

personas que están mal ubicadas en centros aun teniendo alta hospitalaria, sino 

que, en todas las especialidades, se está produciendo una “geriatrización”, y 

hay que incidir en la prevención; es decir, especialidades como traumatología, 

neurología o medicina interna están absolutamente geriatrizadas: pacientes 

geriátricos. 

Eso supone una formación específica del personal sanitario que no está 

acostumbrado a manejar a este tipo de pacientes y luego una mayor 

coordinación con recursos intermedios: centros residenciales que tengan mayor 

carga sanitaria y que puedan actuar de recursos intermedios, para 

convalecencias, rehabilitaciones… 

 En relación con el problema de la falta de suelo, habrá que aprovechar la 
reforma que se está llevando a cabo de la Ley del Suelo -y en la línea de 
las consideraciones formuladas por la CCE en el trámite de audiencia 
concedido a nuestra institución-, habrá que habilitar determinados suelos, 
declarando el  uso sociosanitario como un uso de interés público y social 
por el Gobierno de Canarias, de tal modo que no tenga que someterse a 
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ninguna suspensión de planeamiento que requiera de un procedimiento. Y es 

que la limitación del uso sociosanitario, únicamente al suelo urbano, hace 

igualmente difícil la rentabilidad por los precios/m2 del suelo urbano donde 

normalmente el uso sociosanitario es un uso compatible, en la mayoría de los 

casos con el uso residencial, de carácter más elegible, a los efectos de la 

inversión privada unido actualmente a la gran demanda de este uso. 

¿Cómo propiciar la inversión en el sector de infraestructuras sociosanitarias? 

 Lo primero que impacta en el coste de la inversión es el acceso al suelo. El Plan 

de Infraestructura deberá ir por ahí: poner suelo disponible a coste cero, vía 

concesiones y a largo plazo: suelo dotacional por los Ayuntamientos. 
 Debemos aplicar más recursos desde la plaza pública. Hay que hacerlo 

atractivo, tanto para el inversor como para el gestor. Y al gestor se le hace 

atractivo si va a obtener una rentabilidad justa, que va a ser una rentabilidad 

mínima: la rentabilidad del gestor es muy ajustada. 

 Eliminar el freno de la desindexación: como gestor no se puede ir a precios 

congelados en un sector que es intensivo en mano de obra. Habría que llegar 
a un acuerdo con la Administración para que haya cierta absorción o 
repercusión en el precio. 

 Solucionar el tema de Recursos Humanos: Con la falta de personal cualificado 

que existe, no pueden alargarse los procesos de homologación de títulos 
extranjeros, en medicina y enfermería, sobre todo, pero también en 
auxiliares u otros perfiles cualificados como puede ser cocina, por ejemplo, 

donde competimos con el sector hotelero y realmente tenemos dificultades para 

encontrar cocineros en residencias. 

 Y todo esto unido a la regulación del Acuerdo Belarra (120 plazas por 

residencia): se deberían incrementar esas ratios para llegar a niveles en que 
los recursos sean sostenibles (en lugar de 120, deben ser -al menos- 150 

plazas). 
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CONCLUSIONES DEL SEGUNDO PANEL: 

 Agilizar y simplificar la acreditación de centros y servicios. Recordemos 

que, actualmente, solo contamos con 33 empresas acreditadas en Canarias. 
 La Ayuda a Domicilio es un mecanismo decisivo para cumplir con la 

Estrategia de Desinstitucionalización, que tiene como objetivo que los 

mayores y dependientes puedan vivir bien cuidados el mayor tiempo posible 

en sus domicilios…. 

 Profesionalización del sector: dignificar y reconocer el trabajo de los 

cuidados. 

 Ante la falta de personal cualificado, se posibilite comenzar a trabajar a 

alguien que haya completado su formación, sin necesidad de que tenga 
satisfechas las Tasas y expedido su título, con certificado de notas. 

 Aumentar la oferta formativa, acorde con las demandas empresariales. 
 Que no se fomenten figuras que pueden ser competencia desleal para 

las empresas, sin requerirles las mismas exigencias que a los profesionales 

de la Ayuda a Domicilio. 
  Para paliar el grave problema que supone el Absentismo, reducir el 

tiempo máximo de IT a 6 meses y posibilitar la gestión de las altas por 
parte de las Mutuas en la ITCC. 

 Teniendo en cuenta las particularidades del Sector, se posibilite a las 
empresas formalizar otro tipo de contrato de trabajo, como ya se ha 

hecho en otros ámbitos. 
 Para lograr la sostenibilidad económica de nuestro tejido empresarial, 

habrán de incrementarse las prestaciones vinculadas al servicio, al 

menos, en un 15-20% e implantar el sistema de copago. 
 Tal y como indica la Ley, las prestaciones económicas para cuidados en 

el entorno familiar deben aplicarse como medida excepcional, no como 

medio para reducir las listas de espera. 
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